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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Javier García. 
MIEMBROS: Señores Representantes Daniel García Pintos, Jorge Menéndez y Luis Rosadilla. 


INVITADOS: Por el Centro de Maquinistas Navales, los señores Jorge Canziani, Carlos Kerbes, Carlos 
Tulio Díaz y Emiliano Ojeda Macedo. 


Señor Rubén Collado Amatriain y señora Lourdes Zuasti. 


SEÑOR PRESIDENTE (García).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al señor Diputado Arregui, quien asiste en virtud del tratamiento de uno de los puntos 
del orden del día, que es un proyecto que cuenta con su iniciativa y la de otros colegas. 


Antes de ingresar a considerar el orden del día quisiera dar noticia de un episodio que considero insólito o 
inédito desde el punto de vista de sus antecedentes y grave desde el punto de vista institucional. 


Me hice un punteo para ser bien preciso en lo que voy a decir. La noticia que quería dar es que la Ministra 
doctora Azucena Berrutti me comunicó que, en principio, no autoriza a las Fuerzas Armadas a recibir en sus 
unidades a la Comisión de Defensa de la Cámara de Representantes. Además, según me lo manifestó el 
viernes de tarde por teléfono, se lo habría comunicado a los mandos. 


Quisiera hacer un breve relato de cuáles son los antecedentes de esa propuesta, y reitero que lo traje detallado 
por escrito, sobre todo porque la Comisión -en virtud de episodios de pública notoriedad- estuvo con una 
integración dispar. 


El 7 de marzo quien habla hizo aquí un planteo, que fue aprobado por unanimidad -y que luego esta 
Comisión nos encomendó que coordináramos-, para llevar adelante una actividad que no es novedosa sino 
que se realiza desde hace veinte años y que tiene que ver con el relacionamiento de esta Comisión con las 
Fuerzas Armadas. Sí era novedosa la dinámica en el sentido de que la extensión de la actividad iba a ser de 
más de un día, de cuarenta y ocho horas, lo que permitía un trabajo más en profundidad. 


Los objetivos de la iniciativa eran, primero, profundizar los contactos de tipo profesional y mejorar el 
conocimiento recíproco entre el Poder Legislativo, a través de la Comisión de Defensa Nacional, y las 
Fuerzas Armadas. 


En segundo lugar, tendíamos a aumentar los grados de confianza recíproca entre la Comisión y las Fuerzas 
Armadas, siempre en la línea de subordinación militar al mando político. Creo que esto es importante, porque 
es un elemento coincidente, algo que nos comunica a todos y que compartimos pero, además, fue uno de los 
aspectos que más surgió la semana pasada cuando se llevó adelante el inicio del debate sobre defensa 
nacional. Este tema del mando civil y del mando político sobre las Fuerzas Armadas, en el que todos 
concordamos, fue uno de los aspectos que más surgió en todas las exposiciones y esta iniciativa que hemos 
impulsado aquí iba o va precisamente en esa línea. 


En tercer término, agregábamos esta actividad de la Comisión de Defensa Nacional a este debate sobre la 
defensa desde una perspectiva parlamentaria, en virtud de que al final del camino van a ser los legisladores 
quienes vamos a tener la responsabilidad de concretar iniciativas legales que surjan tanto en una proyectada 
ley de defensa como en las leyes orgánicas de cada una de las Armas. 


Por último, queríamos aportar elementos de conocimiento a cada uno de los legisladores que sirvan a la hora 
de discusiones tan importantes como las presupuestales o de Rendiciones de Cuentas, que vamos a tener que 
llevar adelante dentro de poco tiempo. 


La dinámica de esta actividad que nosotros planteamos fue la de giras de cuarenta y ocho horas por todas las 
unidades, empezando en las tres Armas, que permitieran -como decían sus objetivos- un trabajo mucho más 
en profundidad, y cuando se pudiera o así se requiriera nos alojaríamos en las unidades o divisiones militares. 
La primera iba o va a comprender la División de Ejército 2 y ya teníamos coordinada una agenda muy 
primaria con el General de División, Couture, para poder visitar San José el primer día, Trinidad al día 
siguiente y Durazno en la tarde; inclusive a partir de la iniciativa de uno de los miembros de la Comisión se 
había cambiado uno de los días de la semana y en lugar de ser miércoles y jueves, se trasladó para jueves y 
viernes, para que pudieran participar todos. 


Quiero detallar algo que me parece importante y es cuál fue la cronología del planteamiento. El 7 de marzo 
quien habla planteó esta iniciativa en esta Comisión. El 14 de marzo concurrió el doctor Bayardi a la 
Comisión para comunicar la agenda del debate y nosotros le contamos esto en el corredor por lo que él, que 
fue miembro de esta Casa y que ha participado de estas actividades, tomó enseguida la iniciativa. 
Posteriormente, en encuentros fortuitos que se dan a raíz de las actividades que participamos por la 
Comisión, le conté esto al Teniente General Díaz y al Comandante de la Armada. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- ¿A ellos les pareció correcto? 


SEÑOR PRESIDENTE. Sí, pero lo importante es la cronología: primero se lo comunicamos al mando 
político, es decir al Subsecretario que estuvo aquí, a quien le dije que cuando pudiera se lo comentara a 
la señora Ministra a fin de que estuviera notificada. 


El 29 de marzo -que fue la semana pasada- le conté al doctor Bayardi los avances que habíamos tenido, en un 
entretiempo de las jornadas de la Intendencia. El jueves 30 de marzo la doctora Berrutti me llamó y me pidió 
una carta formal de la Comisión, en virtud de que le había llegado el oficio de la División de Ejército 2. Le 
comenté que no tenía ningún inconveniente en enviarle una nota, pese a que el Ministerio ya sabía de esta 
iniciativa por boca del Subsecretario, quien suponía que la había trasladado. 


Pedí a la Secretaría que distribuyera entre los miembros de la Comisión la carta en la que se notifica o 
informa de las actividades que íbamos a desarrollar. 


El viernes 31 la doctora Berrutti me llamó al celular alrededor de las 19 horas, y me expresó cierta molestia - 
lo pude constatar- porque la nota informaba de la actividad y no era una solicitud de información. Le informé 
que iba a notificar a la Comisión si eso se mantenía así, porque esa era una actividad oficial de la Comisión, y 
le expliqué que no estaba dispuesto a solicitar autorización al Poder Ejecutivo para desarrollarla, primero 
porque no correspondía, por no condecir con la independencia de cada uno de los poderes, y además teniendo 
en cuenta que los legisladores somos titulares de un Poder del Estado que es diferente e independiente del 
Poder Ejecutivo. Le expliqué que por gentileza había avisado con anticipación al Subsecretario del Ministerio 
de Defensa Nacional, como conté aquí, y lo hice con mucha antelación a la actividad, porque estamos 


hablando de que la información la dimos a principios de marzo y la actividad se va a desarrollar a finales de 
abril. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- A los efectos de que quede claro, quiero decir que el hecho de que un 
legislador o dos resuelvan ir a visitar una unidad militar -lo que es muy común en el interior del país- 
implica que es una actividad oficial, porque si van los legisladores concurren ellos y no sus secretarios. 
En este caso, ¿estaba claro para la señora Ministra que además de ser legisladores fue una decisión por 
unanimidad de la Comisión de Defensa Nacional, que entró en contacto por lo menos con dos de los 
tres Comandantes? 


Me interesa saber eso, porque tal vez la conversación con el doctor Bayardi no aclaró ese punto, o sí se aclaró 
pero no fue trasladado por el Subsecretario a la señora Ministra y tal vez esta tiene una información distinta a 
la real, ya que se trata de una decisión de la Comisión, y que además es por unanimidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, eso se aclaró en todo momento. Inclusive la nota que se le envió a la 
doctora Berrutti dice: "Tengo el agrado de dirigirme a la señora Ministra, y de comunicarle que la 
Comisión de Defensa Nacional acordó coordinar, a través de su Presidente, visitas a distintas unidades 
del Ejército Nacional, Armada Nacional y Fuerza Aérea. Se informa que comenzará por la División de 
Ejército 2.", y se saludaba a la señora Ministra, etcétera. Además, este era el mismo estilo del único 
antecedente que hay, en veinte años, de una carta enviada a un Ministro o Ministra para dar cuenta de 
esta actividad, porque siempre se recibió a esta Comisión y es lógico que no corresponde pedir 
autorización; pero busqué antecedentes y hay uno solo, que es una nota enviada por el Diputado Vener 
Carboni -siendo Presidente de esta Comisión- al Ministro Brezzo. 


Es decir que, en ese sentido, expreso al Diputado García Pintos que estaba claro que se trataba de una 
actividad oficial e institucional de esta Comisión. 


Como decía, le expliqué que por gentileza habíamos avisado con anticipación al Ministerio de Defensa 
Nacional. Creo que si el Poder Legislativo solicita autorizaciones al Ejecutivo para decidir sus actuaciones se 
estaría vulnerando el Estado de Derecho. Considero que las autorizaciones las deben pedir los subalternos de 
la Ministra Berrutti a ella, y no los legisladores al Ministro de Defensa Nacional. También le comenté a la 
Ministra los antecedentes que hay en la materia desde el restablecimiento democrático, es decir desde hace 
veinte años, con diferentes Gobiernos y con varios Ministros. Asimismo, le dije que la diferencia con esta 
actividad estaba en su extensión, ya que era de cuarenta y ocho horas, que es en lo que podemos hacer 
coincidir a toda la Comisión en una actividad oficial. Le expresé que, desde el punto de vista personal, 
quedaba sorprendido por el cambio de criterio con respecto al año pasado, cuando el Presidente de esta 
Comisión era el Diputado Rosadilla, que es del mismo partido que la señora Ministra. El año pasado la 
Comisión fue a los tres Comandos Generales de las Armas sin pedir ninguna autorización formal -lo que 
además no hubiera correspondido-, y esa nota no se le reclamó por parte del Ministerio. Pregunté a la 
Secretaría de nuestra Comisión si habían existido notas y se me contestó que en ningún momento hubo nota 


oficial al Ministerio de Defensa Nacional durante el año pasado solicitando autorización -que no hubiera 
correspondido si se hubiera enviado- ni notificando la concurrencia a los tres Comandos, actividades en la 
que participamos la mayoría de quienes estamos aquí presentes. Además, no solo no hay ningún registro de 
esta Comisión sino que la señora Ministra tenía un testigo privilegiado en el propio Ministerio que le podía 
contar esta dinámica, que es el señor Subsecretario, que participó durante años en esta Comisión y en este 
tipo de actividades. Le dije que realmente esto me sorprendía, que creo que realmente constituye un 
antecedente muy grave y que lo que ha cambiado es que se prohibe participar a los mandos de actividades 
oficiales de esta Comisión de Defensa Nacional, cuando es presidida por un Diputado de la oposición -que en 
este caso es quien habla-, y que no fue así cuando fue presidida por un miembro del partido de Gobierno, lo 
que creo que desde el punto de vista institucional es realmente grave. Esto configura un grave antecedente 
institucional, es un hecho nunca visto y creo que es una intromisión y una obstaculización de la actividad 
legítima del Poder Legislativo como representante de la soberanía. Además creo que, así planteado, busca 
impedir contactos institucionales entre las Fuerzas Armadas y el Parlamento y la única referencia para esto ha 
sido el partido de Gobierno. 


También comenté esto con el Subsecretario de Defensa Nacional en la noche del viernes, y le dije que si el 
debate de defensa que se plantea -en cuyo inicio participamos la semana pasada- pasa por homologar 
políticas partidistas en las Fuerzas Armadas impulsadas desde el Ejecutivo, no lo vamos a legitimar. Por lo 
tanto, si esto es así, no tiene ningún sentido que participemos de él. 


Creo que es bueno que aquí hagamos una referencia partidaria en lo que hace a mi participación, 
específicamente. Es bueno advertir que la intención del Partido Nacional es contribuir con este debate, y así 
lo sabe el Ministerio, que observó cómo, en lo personal y junto con otros legisladores y dirigentes de nuestro 
partido, participamos en la totalidad del seminario realizado la semana pasada en la Intendencia de 
Montevideo. Expresé que estábamos esperanzados en la sinceridad de un planteo amplio y plural pero es 
obvio, a partir de estas circunstancias que la Ministra nos comunicó, que el Ejecutivo tiene otras intenciones. 
Además, quisimos expresar nuestra intención de transformar esta área en una política de Estado, pero según 
parece en los hechos el Gobierno quiere -independientemente de sus declaraciones- hacer una política 
partidista en la materia y esto que se nos comunica es un claro ejemplo. 


Creo que también vale como ejemplo anotar que el Partido Nacional defendió lealmente la institucionalidad 
cuando por estas horas el Ejecutivo recibió fuertes presiones ante un mandato judicial. 


Por último, quiero decir que vamos a analizar en el seno de nuestra bancada y de nuestro partido los aspectos 
políticos y jurídicos de esta actitud del Ministerio de Defensa Nacional, si no se modifica la prohibición de la 
señora Ministra. Como dije, esta es una actitud que obstaculiza la acción de un poder del Estado a través de 
esta Comisión. 


Quise ser muy preciso en lo que dije porque sinceramente este es un antecedente que considero grave, 
además de inédito en la materia. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- En primer lugar, voy a comenzar por algo que no tiene que ver con este 
planteamiento. Quiero desear al señor Presidente -porque es la primera vez en el año que vengo a esta 
Comisión que él preside- que tenga el mayor de los éxitos y que se maneje con la ecuanimidad 
necesaria a fin de que esa Comisión obtenga en su accionar político los objetivos que la democracia 
espera de nosotros. 


En segundo término, quiero expresar que me siento un poco sorprendido por esta situación; no la conocía 
porque, obviamente, no he participado cuando se conversaron estas cuestiones. Por tanto, de paso digo que 
no ha existido unanimidad de integrantes de la Comisión cuando se han tomado resoluciones sino 
unanimidad de presentes. Pero esa es solo una cuestión al margen que quería puntualizar. 


Creo que el planteamiento hecho por el señor Presidente tiene dos partes. Una relata la realidad de una 
situación y otra implica valoraciones netamente políticas y, obviamente, voy a dar dos tipos de respuestas. 


No tengo la menor duda de que la Ministra -porque así lo ha demostrado en su accionar durante todo un año-, 
a pesar de dudas y planteos subjetivos, ha hecho una actuación excelente, apegada a derecho y a la legalidad 


necesaria y, por otra parte, muy importante para ese elemento fundamental en este momento que vive el país, 
que es la sujeción del poder militar al poder político. 


Se me ocurre -sin haber conocido los antecedentes- que este no debe ser un hecho que debamos dar por 
cerrado, sino que tal vez sea necesario hacer un planteo al Ministerio -no por no haberse hecho antes, o sí-, 
para que este pueda definir, con una contestación precisa y no la que se da al pasar, las posibles situaciones 
que se crean. Yo no tengo dudas de que ante un planteamiento formal de la Comisión la contestación formal 
del Ministerio será la que corresponde al deseo de todos. Sí es evidente que han existido acuerdos previos 
con integrantes de las Fuerzas Armadas, ellos sí sujetos a mando político, quienes tal vez acordaron con el 
poder político antes de informar a sus superiores. Ese no es un tema propio del Poder Legislativo ni de la 
Comisión sino interno del Ministerio de Defensa Nacional, que puede haber causado cierto tipo de 
resquemores o irritación, producto de lo cual la respuesta fue la que se dio. Por eso hablo de la necesidad de 
llevar adelante un planteo formal; acá lo cortés no quita lo valiente ni tampoco la pérdida de ningún tipo de 
fueros como legislador ni como Cuerpo. 


En cuanto a las apreciaciones políticas realizadas por el señor Diputado, debo decir que no es así, que la 
señora Ministra de Defensa Nacional quiere políticas de Estado para este país. Ejemplo de ello es lo que hoy 
ha comenzado a discutirse: una política de Estado para el Ministerio de Defensa Nacional, para el país. Sería 
muy fácil haber seguido gobernando desde el Ministerio de Defensa Nacional como lo han hecho los partidos 
tradicionales en este país, pero acá se quiere el cambio, aunque no para partidizar unas Fuerzas Armadas que 
nosotros no conocemos desde el punto de vista partidario. Nosotros no hicimos este tipo de distribución que 
tiene el Ejército para combatir a la gente del interior, para poner soldados donde las revueltas eran 
incipientes. Nosotros no nominamos a los Comandantes en Jefe que han votado nuestro partido y ese ejemplo 
es muy claro. Cuando se votó el cambio de tercio para los Coroneles, se dijo a voz en cuello que era la 
partidización de las Fuerzas Armadas, y nosotros respondimos en el Parlamento que se iban a pelar la frente 
cuando vieran quiénes serían los próximos Generales. Y todos los Generales fueron del primer tercio. No 
tenemos que buscar abajo del felpudo, porque no barrimos para abajo del felpudo. 


No tengo la menor duda de que todo el país va a discutir una nueva política de defensa y de que los sectores 
de oposición tendrán el derecho innato de realizar sus planteos, como uruguayos y en nombre de sus partidos. 
Este sistema político de alternancia en el Gobierno va a admitir que mañana -o no sé en qué momento- exista 
otro partido en el Gobierno y será la misma política para un mismo país que tal vez llevemos adelante. Esto 
es necesario y así lo entiende el Ministerio de Defensa Nacional. Por eso ha llevado adelante este planteo de 
discusión política tanto para el Ministerio de Defensa Nacional, como para crear las leyes orgánicas de las 
distintas Fuerzas que la componen. 


Por último, quiero solicitar que se realice nuevamente, sin dejar prendas políticas de lado, un planteo que 
significa formalidad, porque estoy seguro de que todos nos vamos a sentir satisfechos. No hay que pensar 
desde el punto de vista del menoscabo de nuestra fuerza como integrantes de un partido de oposición o de 
Gobierno, que todas las acciones que se lleven adelante son contra un partido pues yo estoy convencido de 
que es en pro del país. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Quiero hacer una aclaración desde el punto de vista técnico respecto del 
tercio al que se refería el señor Diputado Menéndez. Los primeros tres ascensos fueron dentro del 
tercio, los segundos no ingresaron en el tercio, si no estoy equivocado, pero es una cuestión que no hace 
demasiado al fondo del asunto. 


Supongo que el señor Diputado Menéndez no se habrá ofendido porque, estando él de licencia -si no me 
equivoco era una licencia médica-, la Comisión de Defensa Nacional asumió inocentemente una posición 
planteada por el señor Diputado García en el sentido de visitar las unidades del interior. Esto nos pareció bien 
a todos los que estábamos; es cierto, no se encontraba presente la totalidad de los integrantes de la Comisión, 
pero la unanimidad de los presentes, que éramos tres, sí estuvimos de acuerdo. En ningún momento se nos 
pudo pasar por la cabeza -por lo menos a mí- que lo que se estaba planteando por parte del señor Presidente 
requería la unanimidad de los integrantes de la Comisión. Por lo menos en lo que a mí respecta lo hice con 
total inocencia, y administrativamente también fue así, y pongo las manos en el fuego en ese sentido. 
Además, creo que es moneda corriente para los Diputados del interior visitar las unidades militares cuando es 
el aniversario del Batallón, del Regimiento, del Agrupamiento de Artillería, de la Brigada, de la División o 
cuando ha sucedido un hecho concreto, por ejemplo, una inundación, y la unidad de la zona ha tenido la 


responsabilidad de salir a dar una mano para ayudar a la población, en defensa civil. Si cada vez que un 
legislador del interior, de cualquier departamento, desde Canelones hasta Artigas, pasando por Cerro Largo, 
va a tener que hacer una solicitud -no una comunicación, porque los términos que manejó el señor Presidente 
de la Comisión fueron los de una solicitud- de permiso al Ministerio de Defensa Nacional para visitar la 
unidad de su departamento, el divorcio entre el sistema político, democrático y republicano que tenemos en 
nuestro país con las Fuerzas Armadas se diluye. Verdaderamente, sería de no entender, pero no quiero 
dramatizar la situación. 


Pienso -para ese lado apuntó el señor Diputado Menéndez- que esta situación va a tener una instancia de 
acomodo, de arreglo. Tal vez el señor Subsecretario no comunicó porque le pareció una cosa normal, porque 
él lo hacía acá. El año pasado fue con nosotros al Comando de la Armada, al Comando del Ejército, al 
Comando de la Fuerza Área para ver aspectos de carácter técnico que tienen que ver con nuestra materia en 
la Comisión de Defensa Nacional. Esto pasa en los países serios y Uruguay lo es; lo vemos hasta en la 
televisión. El relacionamiento de las Comisiones de Defensa Nacional con los militares es la cosa más fluida 
y más directa, lógicamente, en regímenes democráticos y el nuestro sin duda lo es. 


Estimo que conversando con la señora Ministra las aguas volverán a su cauce y no habrá ningún tipo de 
inconveniente. Además, yo me planteo ¿vamos a ir a un enfrentamiento de Poderes? Nosotros vamos a ir a 
cumplir con lo que acordamos. ¿Se nos van a cerrar las puertas de la División del Ejército N” 2? No puedo 
creer que ese sea el espíritu de la señora Ministra. 


Además, estoy seguro de que quienes tengan que conversar con ella, van a llegar a un entendimiento sobre lo 
que es el trámite normal de esta Comisión de Defensa Nacional, como decía el señor Presidente. 


Por otra parte, quiero señalar un antecedente. En el año 2002, siendo el ex Diputado Vener Carboni 
Presidente de esta Comisión, le envía una nota al Ministro de la época -el hoy fallecido Luis Brezzo- para 
comunicarle, no para solicitarle, que la Comisión había acordado visitar en el correr del año distintos lugares 
que iban desde la Dirección Nacional de Meteorología hasta el Servicio de Parques del Ejército e Isla Martín 
García, que además tiene un estatuto especial. 


Por lo tanto, creo que no va a haber ningún tipo de inconveniente, que las aguas van a volver a su cauce y que 
la Comisión de Defensa Nacional cumplirá con lo que acordó porque, además, es nuestra obligación y no 
solamente nuestro derecho. 


Comparto plenamente lo que ha dicho hoy el señor Presidente de esta Comisión y también lo planteado 
inicialmente, creo que el 7 de marzo. Este es nuestro trabajo. Me pareció una buena propuesta pues ya se ha 
hecho en otras oportunidades; simplemente lo que se hace en esta Legislatura es reeditar esta circunstancia. 


Podría ser particularmente grave o especial el hecho de que el año pasado la Comisión tomara una decisión 
similar a esta para concurrir, por ejemplo, al Comando de la Armada y no hubiera habido ningún tipo de 
objeción, y ahora sí la haya. Creo que la señora Ministra va a poner las cosas en su lugar y nosotros debemos 
cumplir con nuestras obligaciones. 


SEÑOR SEMPRONTI.- Lamento haber llegado tarde a esta sesión en virtud de que estaba participando 
de otra reunión. Ahora me encuentro con el planteo del señor Diputado García del que conozco toda la 
parte que hace referencia a lo que él adjudica como una actitud de la fuerza política en cuanto a la 
negativa a la visita. Rechazo categóricamente ese planteo y mucho menos atribuirle esa actitud a la 
fuerza política como tal. Tal vez en su estilo de trabajo y en su preocupación por ser opositor, por 
buscar siempre las dificultades con que tropieza el Gobierno, para cuestionarlo, el señor Diputado 
García teje toda una película sobre la actitud de la fuerza política respecto a la negativa que surge del 
Ministerio. 


Y yo quiero recordar, en primer lugar, que cuando acá se hizo el planteo, todos los legisladores del Frente 
Amplio que estábamos presentes estuvimos de acuerdo; nadie dijo que estaba en desacuerdo. Entonces, señor 
Presidente, no se le puede asignar a la fuerza política una posición porque la señora Ministra haya dicho que 
sí o que no a tal planteo. 


En segundo término, cuando yo informé a mi bancada sobre lo que habíamos resuelto, nadie allí lo cuestionó. 
En definitiva, esta es la actitud de nuestra fuerza política respecto a la solicitud; tal vez, no es la que utilizó la 
señora Ministra y yo desconozco cómo, por qué, y en qué fundamenta su respuesta. 


En tercer lugar, acá hay un error de procedimiento. Quien tiene la obligación de solicitar a la señora Ministra 
la autorización para que nosotros ingresemos a las Unidades militares es el Comandante de la Unidad militar 
y no nosotros; yo no tengo nada que pedirle a la señora Ministra para ir porque soy un miembro de un Poder 
independiente. Cuando acá se decida ir, voy a ir. Y el Comandante me dejará entrar o no en función de las 
instrucciones que reciba de su superior, porque acá nunca hubo que cursar una nota. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
SEÑOR GARCÍA PINTOS.- De acuerdo. 


SEÑOR SEMPRONTI.- Entonces, si esta Comisión decide ir, debe hacerlo y el Comandante resolverá lo 
que quiera; yo no tengo por qué preguntar nada a la señora Ministra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo a los miembros de esta Comisión que está planteado visitar la 
División Ejército HI los días 27 y 28 de abril, es decir, el último jueves y viernes de ese mes. El jueves 
estaríamos en el departamento de San José, visitando en la mañana la División y en la tarde la Unidad 
militar. El viernes de mañana visitaríamos Trinidad y por la tarde el departamento de Durazno. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Quiero hacer la siguiente propuesta a la Comisión de Defensa Nacional. 


Todos estamos al tanto y debidamente informados sobre la situación que rodea al llamado caso Berríos en el 
Uruguay. Hay tres militares uruguayos supuestamente implicados: dos de ellos en actividad y uno en 
situación de retiro. Luego de la instancia del Juzgado del doctor Mirabal y, posteriormente, del Tribunal de 
Apelaciones, la Suprema Corte de Justicia falla por la extradición de estos tres militares. Claramente este 
asunto afecta nuestra soberanía de defensa nacional. Este es un tema que venimos discutiendo desde el año 
pasado en ocasión de haber concurrido todos al Comando del Ejército, en una de esas visitas a las que hacía 
referencia el señor Presidente. En aquel entonces yo había planteado invitar a la Comisión a esos 
funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional. El año pasado se nos dijo que, en virtud de que el 
expediente del caso Berríos estaba en la órbita del Poder Judicial, en el Juzgado de Pando -todavía era un 
expediente abierto-, no era conveniente traerlo al ámbito parlamentario. Cuando se pasó a la votación de lo 
propuesto por mí, el único voto a favor fue el mío. Por tanto, como quedamos en franca minoría, no fue 
posible dar curso a esa invitación, lo que no quiere decir que ellos hubiesen podido concurrir, pues están 
sujetos al Comando del Ejército -estamos hablando del anterior Comandante del Ejército, el Teniente General 
Ángel Bertolotti quien adelantó que no tenía inconveniente en este sentido-, y a la decisión del Ministerio de 
Defensa Nacional. 


Entonces, como no contamos con los votos suficientes, no pudimos cursar dicha invitación; si la votación 
hubiese resultado afirmativa, quizás ellos hubiesen concurrido o, en su defecto, el Comando del Ejército. En 
fin, es una hipótesis del conflicto que no tenemos por qué desplegar acá. 


Hasta hace pocas horas, íbamos a insistir con la invitación a estos tres funcionarios del Ministerio de Defensa 
Nacional, recordando que el argumento central de los tres integrantes de esta Comisión del año pasado que 
votaron negativamente esta propuesta, fue que el tema estaba en la órbita del Poder Judicial. Ahora bien; 
hasta el día viernes de la semana pasada dejó de estar en la órbita del Poder Judicial puesto que el expediente 
que estaba en el Juzgado de Pando fue archivado. Entonces, como los funcionarios del Ministerio de Defensa 
Nacional no fueron encontrados culpables, el caso fue definitivamente archivado. A su vez, la Suprema Corte 
de Justicia había emitido el fallo dando el respaldo, primero, al Juez Mirabal, y después al Tribunal de 
Apelaciones. Por tanto, el escenario del Poder Judicial estaba finiquitado; se había terminado. 


El único escenario posible es el político en dos ramas: la del Poder Legislativo, por cuanto tenemos la 
Comisión de Defensa Nacional en ambas Cámaras, y la del Poder Ejecutivo, porque claramente hay un 
Tratado de extradición que es el que ha permitido este fallo de la Suprema Corte de Justicia. Dicho Tratado 
tiene ciento nueve años y está esperando ser reemplazado por uno que ya fue acordado entre Uruguay y 


Chile, que nuestro país ratificó pero Chile aún no y que es de hace muy poco tiempo. El artículo 7? de ese 
Tratado da a ambos Gobiernos la facultad -más allá de una decisión de la Justicia de cualquiera de los dos 
países- de no entregar a sus connacionales, a sus compatriotas, en este caso ciudadanos naturales, que es uno 
de los extremos a los que apunta este artículo para otorgar esa facultad. También establece que sean 
enjuiciados por lo que el país requeriente está exigiendo, es decir por los delitos que corresponden, pero con 
las leyes del país que los cobija, que en este caso es Uruguay. Creo que esto sería mucho mejor que 
extraditarlos porque la Justicia chilena no nos ofrece -no vamos a explicar ahora las razones de ello- las 
garantías como para que estos funcionarios, estos compatriotas vayan a ese país, más allá de lo que ha dicho 
el Juez chileno Madrid en las últimas horas. 


El tema es que ahora estos compatriotas están privados de su libertad ambulatoria por decisión del Juez 
Mirabal, a la espera de ser definitivamente embarcados en un avión hacia Chile, y se encuentran en la antes 
denominada Escuela de Armas y Servicios, en el kilómetro 14 de la Ruta N* 8. Quiere decir que ante la 
circunstancia de que parte de su destino esté nuevamente en la órbita del Poder Judicial, se nos hace 
imposible insistir sobre este tema porque estimo que los tres Legisladores que se opusieron a mi solicitud el 
año pasado van a tener una posición similar pero, además, porque la Justicia no va a permitir que salgan de la 
unidad militar para venir acá; eso es algo que rompe los ojos. Lo que sí tenemos que hacer -y es lo que vengo 
a plantear a todos los integrantes de la Comisión, miembros plenos y delegados de sector- es invitar a la 
señora Ministra de Defensa Nacional para que concurra a la brevedad. Solicito que sea a la brevedad pero no 
por capricho político sino porque quedan muy pocos días para que, si el Presidente de la República no hace 
uso del artículo 7” del Tratado, sean definitivamente extraditados a Chile, con las consecuencias que todos 
sabemos que tiene en sus personas, en sus familias, en sus camaradas, en la sociedad uruguaya toda, en el 
sistema político. Es una situación traumática la de nuestros compatriotas que, a pesar de que fueron juzgados 
en el Uruguay, no encontrados culpables, por lo tanto, inocentes -acá nadie es culpable salvo que se 
demuestre lo contrario- y cuyo caso ha sido archivado, igualmente van a ser extraditados a Chile. Además, 
van a ser juzgados por la Justicia chilena, que ha defendido a Pinochet ante la posibilidad de una extradición. 
Debemos recordar que no solo lo defendió el Gobierno sino la Justicia chilena cuando ocurrió el episodio de 
Gran Bretaña, y cuando el Juez Baltasar Garzón de España solicitó su extradición a ese país, todo quedó allí. 
La Justicia chilena no extradita a ninguno de sus compatriotas. Tal vez esa sea una de las razones por las que 
todavía no se ha ratificado por parte de Chile el Tratado que debe sustituir al viejo Tratado del año 1897. 


Entonces, pedimos a los integrantes de la Comisión de Defensa Nacional que nos acompañen en el llamado a 
la señora Ministra de Defensa Nacional -con la brevedad a la que hemos hecho referencia- a los efectos de 
escucharla porque tenemos no solo el derecho sino la obligación de estar informados de primera mano, 
oficialmente, sobre lo que ha estado pasando por lo menos en las últimas semanas con respecto a este tema. 
Por ejemplo, nos gustaría saber qué es lo que el Gobierno va a hacer con relación al artículo 7* del Tratado de 
Extradición, si va a hacer uso de él o no, pero no enterarnos por la prensa. Quisiéramos saber en qué 
condiciones van a ser recluidos, si definitrtvamente son extraditados a Chile. Asimismo, nos gustaría conocer 
cuál es la misión que cumplieron un oficial general y un oficial superior, escalafón K, combatiente y, además, 
abogado, en Chile, datos que la prensa maneja abiertamente, mientras en este Parlamento la Comisión de 
Defensa Nacional no ha recibido información oficial al respecto. Estas son algunas de las razones para 
proponer la invitación formal y pacífica a la señora Ministra de Defensa Nacional. 


Ayer estuve conversando con el señor Presidente de la Comisión. Posteriormente me comuniqué -el señor 
Presidente lo sabe- con la señora Ministra de Defensa Nacional para hacerle nuestro planteo; nos parece 
correcto hacerlo de esta manera. Con quien he podido, lo he conversado. Hablé con algún integrante de la 
bancada del Frente Amplio, porque creo que las cosas entre nosotros deben ser abiertas, máxime en esta 
Comisión que siempre ha trabajado tan correctamente. Por lo tanto, reitero que he venido a pedir el apoyo de 
los colegas integrantes de la Comisión de Defensa Nacional para obtener los votos necesarios a fin de invitar 
a la señora Ministra de Defensa Nacional a la brevedad posible por las razones expuestas. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Solamente quiero hacer algunas pequeñas precisiones. 


Nosotros votamos en contra de la concurrencia de estos tres militares a la Comisión el año pasado y estamos 
muy seguros de lo que hicimos en la medida en que la Justicia -Poder independiente del nuestro- estaba 
trabajando y evaluando su situación. La Suprema Corte de Justicia se ha expedido en un sentido igual o 
dando valor a lo expresado por el Juzgado de Primera Instancia, doctor Mirabal, y el de Apelaciones, pero se 
ha expedido no con respecto al cargo de homicidio que el Juez de Pando archivó, sino con relación a los 


cargos de privación de libertad -o sea, de secuestro- y de asociación ilícita de estos funcionarios del Estado. 
Asimismo, se ha referido a la formalidad con respecto al petitorio realizado por la Cancillería chilena, 
amparado en la legislación internacional vigente en nuestro país. O sea que debe quedar claro que no se 
valoró el cargo de homicidio que investigó el Juez de Pando, sino la acción presuntamente delictiva entre 
militares uruguayos y militares chilenos, que no se efectiviza en el Uruguay solamente, sin un acuerdo 
existente -según relata la denuncia- en el país trasandino, y que tiene su culminación, luego de un periplo por 
otros países, en el nuestro, en Uruguay. 


Quisiera saber, señor Presidente -le traslado mi inquietud-, en qué esfera está hoy este planteo realizado por 
la Justicia, si es a esta altura manejado por la Cancillería y si aún es manejado por el Poder Judicial, elemento 
que para mí sería determinante de la posición que tomaré. Voy a leer un pequeño informe con respecto a lo 
mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Interrumpo al señor Diputado para hacer notar a la Comisión que está 
presente el señor Diputado Arregui, quien ha venido para informar sobre un proyecto que figura en el 
orden del día. Si la Comisión está de acuerdo, propongo posponerlo para la próxima sesión, e invitar al 
señor Diputado Arregui a permanecer durante el tratamiento del punto que estamos considerando. 


SEÑOR ARREGUL.- Muchas gracias, señor Presidente, pero debo retirarme. 
(Se retira de Sala el señor Diputado Arregui) 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Como decía, voy a leer un pequeño informe. Dice lo siguiente. Con respecto al 
estado procesal de los militares a ser extraditados y a la probable fecha de traslado a Santiago de Chile, 
cabe señalar que la ejecución de la extradición es competencia del Juez de Primera Instancia -en este 
caso, el Juez Letrado Penal de la capital de 20” Turno, doctor Gustavo Mirabal- a quien la Suprema 
Corte de Justicia ha remitido las actuaciones a esos efectos. 


De ahí emana mi duda. La ley no establece plazos concretos para el trámite de la ejecución de la extradición, 
por lo cual no es posible estimar de antemano los plazos que insumirán estos procedimientos. 


Continúo leyendo el informe. A efectos de instrumentar la extradición, el Magistrado de Primera Instancia, a 
través de la Suprema Corte de Justicia, no por sí sino a través de ella, remitirá un oficio a la Cancillería y al 
Ministerio de Defensa Nacional para la coordinación de la entrega a la autoridad requeriente. O sea que los 
Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional tendrán a su cargo la coordinación de la entrega 
a la autoridad requeriente. La normativa vigente ofrece una mayor precisión en cuanto a los plazos para la 
coordinación de la entrega -responsabilidad de la Cancillería y del Ministerio de Defensa Nacional-, la que 
deberá llevarse a cabo en el término de un mes a partir de la comunicación a la autoridad judicial de la 
República de Chile. 


O sea que los plazos perentorios de la extradición están fijados legalmente una vez que la Cancillería y el 
Ministerio de Defensa Nacional tengan la correspondiente comunicación de la Suprema Corte de Justicia 
para que se aboquen a esa coordinación. Esto hace que tengamos aún más dudas al respecto. Entonces, 
necesitaría esta información para poder expresarme. No tengo inconveniente en que venga la señora Ministra, 
pero me gustaría saber -para atenerme al mismo concepto que en aquel entonces hizo que votara que los 
militares no vinieran a la Comisión porque el tema estaba en la esfera de la justicia- si la comunicación a la 
Cancillería para realizar la coordinación ya existe o el tema aún se mantiene en la esfera del doctor Mirabal 
para este procedimiento. No tengo inconveniente en escuchar a la señora Ministra cuando pueda venir, y los 
plazos perentorios se establecen una vez que la Cancillería tenga el comunicado, no antes, porque la 
comunicación de la Suprema Corte de Justicia al Juzgado de Primer Turno establece, entre otras cosas, las 
condiciones en que estarán estos militares uruguayos de ser extraditados y la forma en que tendrán 
posibilidades de defenderse. 


También quiero decir que no están condenados en Chile, que tienen un proceso, el inicio de una cadena 
judicial en ausencia, pero no están condenados. También debo decir que conozco todo lo sucedido porque, a 
pesar de que estaba en Durazno, me he informado sobre la reunión de los centros militares, sobre cómo se ha 
expedido la justicia y sobre toda la situación de violencia generada por cierto tipo de agitación que atenta 


contra el Estado de derecho, y más aun cuando son realizadas por ciertos personeros de la dictadura. 
Entonces, estoy enterado de que viajaron a Santiago de Chile el General Saavedra y el Coronel Miguel 
Fernández para evaluar toda la situación. 


Vuelvo al comienzo: creo que sería muy importante conocer este aspecto a través de la Presidencia de la 
Comisión para poder expedirme en cuanto al pedido del señor Diputado García Pintos, que debe ser atendido 
por esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo más información que la que surgen de los medios de comunicación. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Eso no quiere decir que en su calidad de Presidente de la Comisión no pueda 
recabarla rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que en este momento no tengo información, salvo la que figura en los 
medios de comunicación 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- El tema es el siguiente. Ya estamos medio veteranos en esto como para 
dejarnos pasar la pelota por el moño. Para solicitar una información en la medida en que los plazos son 
tan exiguos, no podemos decir, por ejemplo, que la tendremos el martes de la semana que viene, porque 
posiblemente ese día estos tres militares ya estén en vuelo hacia Chile. Debemos evaluarlo de esta 
manera para hablar con la señora Ministra. Si el señor Diputado Menéndez está diciendo que por la 
duda que tiene nos solicita no abordar esta votación en el día de hoy, yo le digo que no nos ponga en ese 
aprieto porque, sinceramente, nos deja sin tiempo para escuchar a la señora Ministra de Defensa 
Nacional por lo que acabamos de expresar. 


En segundo lugar, podríamos llamar a más Ministros, pero creo que alcanza con la señora Ministra de 
Defensa Nacional, porque lo poco que hay para informar con respecto al papel que le toca a la Cancillería, 
seguramente, ella lo conoce. De hecho, lo ha expresado públicamente. Entonces, puede abordarlo acá. Por lo 
tanto, lo vital es invitarla a efectos de que nos responda algunas preguntas que deseamos formularle, que ya 
adelantamos en parte. 


SEÑOR SEMPRONI.- ¿Cuáles son esas preguntas? 
SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Ya las dije, pero las repito. 


En primer lugar, quisiera saber si la señora Ministra está en condiciones de decir al país, en este caso, al 
Parlamento, si el Presidente de la República, es decir, el Gobierno -no olvidemos que cuando la prensa 
consultó al doctor Mirabal acerca de lo que iba a hacer con respecto a lo que decía el Tratado en cuanto a las 
potestades del Gobierno en estos casos, respondió que el Gobierno se entiende como el Poder Ejecutivo; por 
lo tanto, le trasladó la responsabilidad al Poder Ejecutivo, que creo que es lo correcto- va a hacer uso del 
artículo 7”. Es una pregunta bien concreta y bien humana, porque es lo que la gente está esperando. 


En segundo lugar, si, eventualmente, son extraditados -extremo para el que estamos luchando para que no se 
concrete-, quisiéramos saber dónde serán recluidos, porque ayer el Juez Madrid, de Chile, se reservó el 
derecho de decidirlo después. 


Por otra parte, me gustaría saber qué misión desempeñaron un Oficial General y un Oficial Superior del 
Ejército uruguayo que viajaron a Chile por estos temas, y tal vez por la defensa. Digo esto porque allá no los 
va a poder defender el doctor Amadeo Otatti por razones de matrícula; los defenderá un abogado chileno, con 
matrícula de estudio del país donde se va a realizar el juicio. 


Nosotros pedimos que se resuelva hoy este tema, pero no por un capricho político. Yo soy bien abierto y 
cuando no hay premura y alguien quiere proponer una dilación razonable del tema -no digo que este caso no 
lo sea; simplemente, estoy diciendo que hay una premura por lo exiguo del tiempo-, la acepto. Sólo quiero 
decir que este tema debe ser votado hoy. 


SEÑOR SEMPRONI.- Cuando me anoté, todavía no había hecho uso de la palabra el compañero 
Diputado Menéndez, quien hizo algunas aclaraciones que me parecen importantes y que quiero 
reafirmar, porque el señor Diputado García Pintos iguala situaciones que no son iguales. 


En este caso, los militares uruguayos van a ser extraditados para ser juzgados por la Justicia chilena por un 
delito que cometieron en ese país, que empezó allí. Yo soy de los que defiendo la territorialidad de la Justicia. 
En este caso es válido porque el delito de secuestro de Berríos y de sacada clandestina de su persona empezó 
en Chile, no empezó en Uruguay. Después tuvo su tránsito por Argentina, su ingreso y lugar en Uruguay, y 
ahí está lo de la asociación subversiva porque había un complot militar -que todos sabemos cómo se 
denomina- que operaba de esa manera durante esos años. En consecuencia, hay que afrontar las cosas. 


En el caso de Pinochet -la Justicia chilena se opone; digo esto no por defender a Pinochet ni a la Justicia de 
ese país- se lo pretendía juzgar allá por crímenes cometidos en Chile con connaturales del Juez, que es otra 
cosa. Por eso digo que son casos distintos. 


En lo que tiene que ver con el artículo 7”, al cual hace referencia el señor Diputado -que existe en el convenio 
de 1992 firmado por Uruguay, que fue reestructurado en 1999 pero que todavía no está firmado-, la respuesta 
respecto a la actitud que va a asumir el señor Presidente no sólo él la ha dado sino que la prensa la ha 
difundido. Hay tres sentencias judiciales de extradición: la de primera instancia, la del Tribunal de 
Apelaciones y la de la Suprema Corte de Justicia, y las tres por unanimidad. El único camino que queda es 
que se cumplan. El Presidente ya se expresó sobre eso y no hay ningún misterio. 


Queda por resolver el problema de la invitación a la señora Ministra para que venga a aclarar esto. Yo no 
tengo ningún inconveniente en convocar a los Ministros que sea para que vengan a las Comisiones del Poder 
Legislativo todas las veces que se entienda pertinente a los efectos de brindar aclaraciones para evaluar, fijar 
posiciones y para actuar. Pero dentro de los argumentos con los que se fundamenta el planteo se pregunta el 
lugar donde van a ser detenidos. El Juez Madrid dijo que él lo va a decidir. Yo pregunto: ¿la señora Ministra 
de Defensa Nacional puede saber dónde los va a poner el Juez Madrid? Se me ocurre que no debe saberlo, 
salvo que se lo haya comentado. No tiene por qué saberlo. 


En cuanto al único punto que podría ameritar una cierta clarificación por parte de la señora Ministra, podría 
ser lo que tiene que ver con la decisión de las Fuerzas Armadas de enviar al General Saavedra y a Fernández 
a Chile. Según se me ocurre -sin que esto suponga ser una información oficial-, estará dada con cuestiones 
elementales como es la defensa de los extraditados. ¿Quién los va a defender? Tendrán que contratar a 
alguien. Creo que es muy poco lo que la señora Ministra pueda aportar en tal sentido. 


Entonces, decidir hoy -más allá de que no voto; sólo doy mi opinión porque soy delegado de sector- sobre el 
planteo respecto a la invitación a la señora Ministra es algo muy inconsistente y no deberíamos aprobarlo. Si 
hubiera otros argumentos, con mucho gusto, los estudiaremos como lo hemos hecho en todas las 
oportunidades anteriores. 


Además, a partir de la sentencia judicial, debe operar la Cancillería. Si hubiese que convocar a alguien, sería 
al señor Ministro de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El 25 de octubre del año pasado, frente a un planteo del señor Diputado 
García Pintos, expresé mi voluntad en contra -y así voté- de la comparecencia en esta Comisión de tres 
militares para quienes hoy se solicita la extradición. Este último planteo fue hecho público por el señor 
Diputado García Pintos y no hubo reunión de la Comisión. Mi actitud al respecto, si se daba la 
oportunidad, también la expresé públicamente, y soy contrario a que participen aquí los tres militares. 
Creo que no es pertinente y no corresponde, y hubiera sido una presión voluntaria o involuntaria al 
Poder Judicial. 


En el caso concreto de la solicitud de hoy del señor Diputado García Pintos creo que es pertinente; se trata de 
la solicitud para la comparecencia de una señora Ministra respecto a actuaciones del Ministerio de Defensa 
Nacional. En este caso no tengo ningún inconveniente en votar la propuesta porque está dentro del normal 
funcionamiento del Poder Legislativo. Es un caso bien distinto del anterior y mi posición está expresada en la 
versión taquigráfica de ese día, el 25 de octubre. 


Si el señor Diputado Menéndez quiere solicitar información a la Suprema Corte de Justicia, así lo haremos. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Entonces, pediría a los colegas de la Comisión que se tenga en cuenta mi 
solicitud y que pasáramos a votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor Diputado García Pintos a efectos de 
invitar a la señora Ministra de Defensa Nacional. 


(Se vota) 

——_Dos en cuatro: NEGATIVA. 

SEÑOR GARCÍA PINTOS.- ¡Que se rectifique la votación! 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota) 

———Dos en cuatro: NEGATIVA. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Lamento que los colegas de la bancada oficialista hayan tenido esta 
actitud. Pensamos que en esta oportunidad iba a ser distinta la situación. Nos anima el espíritu de 
contribuir a lograr una decisión del Poder Ejecutivo y del Gobierno en el sentido de hacer uso del 
artículo 7” del Tratado de Extradición para que no se entreguen a nuestros compatriotas. 


Por supuesto que acá hay muchas cosas para decir, pero creo que no es el momento de hacerlo en esta 
fundamentación de voto. 


Respecto a lo que decía el señor Diputado Semproni sobre el delito iniciado en Chile, quiero expresar que, 
sin duda, los tres militares compatriotas nuestros no participaron en ese secuestro ni en el tránsito por 
Argentina con destino a nuestro Uruguay de la persona de apellido Berríos, que posteriormente, según la 
policía científica y las pruebas de la ciencia, resultó ser la persona que apareció muerta en un balneario de la 
costa de Canelones. 


Por supuesto que hay mucho para discutir al respecto, porque debe haber sido difícil para una persona 
secuestrada haber atravesado las Aduanas y los pasos de frontera que atravesó, haber vivido en un 
apartamento en Pocitos -como se dice-, haber tenido el contacto que tuvo con vecinos de ese edificio, con una 
señora de nombre Sonia y de apellido Casaretto, y con el portero, un señor de apellido Migues, quienes 
fueron presionados posteriormente por Agentes de la Policía de Investigaciones de Chile que ingresaron 
clandestinamente a nuestro país, violentando nuestro sistema legal y nuestra soberanía. Agentes chilenos 
infiltrados en Uruguay presionaron e intentaron comprar la conciencia de algunos de esos compatriotas con 
dinero; a algunos de los cuales se les ofreció jugosos viáticos en dólares para viajar a testificar en Chile y 
recordar diez años después de los sucesos de Parque del Plata lo que diez años atrás no habían recordado. 
¿Cómo una persona privada de su libertad por la fuerza, es decir secuestrada, podía entrar y salir libremente 
de su apartamento sin ningún tipo de custodia y ayudar a bajar refrescos del ascensor y trasladarlos hasta el 
apartamento de la señora Sonia Casaretto el día del cumpleaños de su hija, un mes y pico después del 15 de 
noviembre de 1992, fecha en que la Justicia Chilena lo da como muerto al señor Berríos, a pesar de que los 
testigos uruguayos dicen que no, y que la señora está tan segura como que era el cumpleaños de su hija? El 
supuesto Berríos la ayudó a bajar las bolsas con los refrescos y trasladarlas hasta su apartamento. Hay mucho 
para discutir pero este no es el tema de hoy. 


Lamento que no se nos dé el apoyo para convocar a la señora Ministra y, lógicamente, nos reservamos las 
acciones políticas que entendamos del caso, porque es una oportunidad que no podemos dejar pasar. Para ser 
honestos con nosotros mismos y después con los demás integrantes de la Comisión, estamos muy interesados 
en que esto se ventile lo más posible, a los efectos de explicar al Poder Ejecutivo las bondades de hacer uso 
de las facultades que emanan del artículo 7* de ese Tratado de Extradición. 


SEÑOR SEMPRONI.- Si bien no puedo fundamentar el voto porque no voté, quiero hacer una 
aclaración. 


El criterio de nuestra fuerza política es habilitar la convocatoria a los Ministros, en la medida en que 
entendamos que existen razones que así lo ameritan. Pensamos que la tarea fundamental del Poder Ejecutivo, 
del Gobierno y de los Ministros es operar en la conducción del país, y consideramos que en este caso no hay 
razones muy sólidas para convocarlos, más aún cuando el tema ya salió del Ministerio de Defensa Nacional y 
está en manos de la Cancillería. Por lo tanto, creemos que la señora Ministra va a aportar muy poco a la 
Comisión. Si mañana hubiera elementos que nos llevaran a pensar de otra manera, podríamos convocarla. 
Aclaro que por la delicadeza que tiene el tema Berríos y por las opiniones en uno y otro sentido que han sido 
expresadas públicamente, para acceder a votar un planteo de esta naturaleza precisaríamos hacer una consulta 
a nuestra bancada. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Solamente quería aclarar que aún no hay nada en la Cancillería y tengo dudas 
con respecto a lo anterior. Mi fundamento de voto se refería a eso. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Quiero refutar lo que ha dicho el señor Diputado Semproni. 


La vida parlamentaria tiene la cortesía como una de sus vías fundamentales. Lo que estoy planteando no es 
un caso menor, ya que tiene que ver con la soberanía de la defensa nacional, con la suerte de tres 
compatriotas que la están pasando muy mal junto a sus familias y sus amigos. Lo que yo estoy planteando no 
carece de fundamento. A lo largo de tantos años de actividad, uno ha visto que se han convocado Ministros al 
Parlamento con mucho menos peso específico. Para ello alcanza con que no se vea la mala intención y en 
este caso doy mi palabra de honor de que no hay una mala intención detrás de esto, sino que estoy 
defendiendo lo que lealmente creo, con fundamento y peso específico. No se puede decir que no hay peso 
específico para hablar de este tema. Es claro que la señora Ministra no va a poder decir lo que el Juez Madrid 
todavía no ha resuelto, pero sí puede dar información en detalle de lo que realizaron el Oficial General y el 
Oficial Superior del Ejército uruguayo, no sé si por decisión del Comando del Ejército -eso lo tendría que 
aclarar la señora Ministra- o del Ministerio de Defensa Nacional, que son cosas distintas. 


En definitiva, hay fundamento sobrado para realizar esta solicitud, que lamentablemente se ha votado 
negativamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, propongo postergar la elección del señor 
Vicepresidente hasta que el señor Diputado Rosadilla se recupere y vuelva. 


Nos volveríamos a reunir el martes 18 para tratar el punto que hoy figura como segundo en el orden del día, a 
fin de cumplir con el señor Diputado Arregui. 


Quiero agradecer al señor Diputado Menéndez, quien interrumpió su licencia e hizo un esfuerzo muy grande 
por estar acá. Tuvo un gesto que hay que reconocerlo públicamente. Le deseamos que se recupere 


rápidamente. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


